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PROBLEMÁTICA SURGIDA EN RELACION CON LA CONTRATACION DE LOS PROFESIONALES SANITARIOS POR PARTE DE LAS CLINICAS PRIVADAS
Uno de los grandes problemas que se plantean en el sector sanitario privado actualmente consiste en la regularización de la relación jurídica, que las clínicas privadas mantienen con los profesionales sanitarios, especial y singularmente con los médicos.


La dificultad de encontrar una figura que dote de seguridad jurídica a las partes interesadas no es un hecho novedoso, habiéndose visto acrecentado el problema en los últimos tiempos, como consecuencia de la tendencia seguida en este asunto tanto por la Inspección de Trabajo, como por la última línea jurisprudencial del Tribunal Supremo.


Tanto la Inspección de Trabajo como el citado Tribunal Supremo, han apostado por “laboralizar” esta relación, que anteriormente se encontraba en la denominada “zona gris”, entre la figura del contrato civil de arrendamiento de servicios y el contrato de trabajo.


Evidentemente este problema, en principio y aparentemente, es exclusivo de la Sanidad Privada, desde el momento en que la Sanidad Pública gestiona sus hospitales con el denominador común del sistema de hospital cerrado, lo que implica la jerarquización de sus profesionales, y que supone su contratación en régimen teórico de “cuasi exclusividad” en aplicación de la Ley de Incompatibilidades.


De esta manera el sector público contrata a sus profesionales directamente, en aplicación del régimen estatutario o laboral común, sin perjuicio en determinados supuestos excepcionales de fenómenos de externalización de servicios.


La especial importancia que tiene la contratación en las clínicas privadas, que son abiertas por definición, por tanto sin estructuras jerarquizadas, de los profesionales sanitarios, deriva de que, precisamente la fuente de negocio, depende del éxito o no en la contratación de tales profesionales, considerando que constituyen la más importante vía de acceso de pacientes para la clínica.


La estructura y funcionamiento tradicionalmente aceptadas ha traído como consecuencia que la formalización de la relación jurídica entre ambas partes se haya venido realizando a través del contrato de arrendamiento de servicios.


Es conveniente precisar que la mayoría de los profesionales contratados por la sanidad privada provienen y simultanean esta prestación indefectiblemente con la sanidad pública.


De esta manera los profesionales sanitarios mantienen una relación laboral estatutaria o común con la sanidad pública, y sujeta por tanto a la Ley de Incompatibilidades, y habitualmente prestan sus servicios en la sanidad privada en régimen de trabajo autónomo o por cuenta propia., ya sea directamente con la clínica  o a través de una entidad mercantil, es decir, una sociedad profesional.


Este ha sido el sistema universalmente admitido hasta la fecha, y estas situaciones han venido conviviendo pacíficamente hasta hace muy poco tiempo, en que, como decimos, tanto la actuación inspectora, como los propios Tribunales de Justicia han puesto en riesgo esta convivencia.


De una parte dos sentencias del Tribunal Supremo publicadas en el pasado año 2007 han declarado la existencia de relación laboral entre una clínica dental y diferentes odontólogos que allí prestaban servicios  parcialmente, simultaneando sus servicios con otras clínicas o consulta propia, facturando directamente a los clientes y organizándose autónomamente su trabajo, no obstante lo cual, las citadas sentencias determinaron la existencia de relación laboral, creando así un peligroso precedente, cuya incidencia en el sector sanitario privado, aún está por ver.

De otra parte, la actuación de la Inspección de Trabajo ha tendido claramente al levantamiento generalizado de actas, en las que presumiendo laboral la relación de médicos y clínicas, ha supuesto el pago con efecto retroactivo de las cuotas de Seguridad Social correspondiente, con el negativo efecto económico que ello ha supuesto en las clínicas inspeccionadas.


Hemos de aclarar en este punto, que el colectivo al que nos venimos refiriendo no se corresponde con los supuestos de fraude manifiesto que excepcionalmente se pudieran dar en casos muy concretos y al margen de esta problemática, sino a aquellos supuestos generalizados que han venido suponiendo la práctica habitual en el sector privado, al margen del régimen laboral común, y soportados en contratos de arrendamientos de servicios concertados de mutuo acuerdo entre clínicas y profesionales, en virtud del principio de autonomía de voluntad.


Desde esta Federación se han venido manteniendo contactos con diferentes Administraciones Públicas y, más concretamente, con la Sanitaria y la propia Dirección General de la Inspección de Trabajo, al objeto de aclarar esta situación, sin que hasta la fecha se haya obtenido un solución definitiva al asunto.


Antes de abordar el impacto que, tanto la Ley 2/2007, de 15 de marzo, que regula las Sociedades Profesionales, como la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajador Autónomo, puedan tener en la solución de la problemática planteada, es necesario destacar algunos aspectos esenciales y características típicas de la relación jurídica establecida entre clínicas y profesionales.

La vinculación que liga a profesionales y clínicas tiene como aspectos más relevantes los siguientes:

· El contrato utilizado habitualmente es el contrato civil de arrendamiento de servicios.

· Los profesionales ejercen su actividad con autonomía y sin sujeción al ámbito de organización de la clínica, sin más requisito que actuar con arreglo a la diligencia debida y con arreglo a los principios de buena praxis profesional, sin perjuicio de la debida coordinación con el resto de profesionales de cara a la utilización de los medios de la clínica puestos a su disposición (quirófanos, consultas, etc.)

· Generalmente los servicios prestados conllevan la utilización de espacios (consultas) y medios materiales de la clínica (quirófanos, medios de diagnóstico, etc.), utilización que a veces es objeto de contrato independiente.

· Los servicios se pactan tanto a título individual como colectivo, a través, en este último caso, de la externalización completa de determinados servicios con un colectivo de profesionales, configurado habitualmente como una sociedad.

· El precio de los servicios se establece mediante el correspondiente pacto.

· La facturación se realiza por parte de los profesionales directamente a los usuarios del servicio en el ámbito estrictamente privado, a las entidades de seguro libre, en su caso, o a través de la clínica, en aquellos casos en así sea exigido por la entidad de seguro libre.

Ello trae como consecuencia, que existan elementos que decantan la valoración de la relación hacia la no laboralización, especialmente la falta de dependencia y ajeneidad, y otros en sentido contrario, por ejemplo, la utilización de medios propios de la clínica o la facturación de determinados servicios a través de ésta última.

Desde un punto de vista estrictamente asociativo y desde la responsabilidad que nos corresponde asumir como aglutinadores de los intereses de las Clínicas Privadas de España, al margen de las soluciones jurídicas que individualmente se hayan tomado por cada una de ellas, se hace necesario esclarecer definitivamente esta cuestión, de manera que impere la seguridad jurídica, evitando así las incertidumbres mencionadas, que tan pernicioso efecto económico han tenido para nuestros asociados.


Como cuestión añadida a lo anteriormente mencionado, hay que reseñar la escasez de determinados especialistas en el mercado laboral, que hace necesario compartirlos entre la sanidad pública y privada, con el problema añadido que supone laboralizar la relación a efectos de la aplicación de la Ley de Incompatibilidades y la inusitada existencia de vacantes que vienen produciéndose en el acceso a las plazas M.I.R. por primera vez en muchos años. 


Si la opción finalmente pasa por laboralizar los contratos de los profesionales, ello supondría la necesidad de opción entre un sistema y otro, público y privado, para el profesional sanitario que preste servicios actualmente en ambos sistemas, situación, por otra parte, generalizada en todo el territorio español, lo que podría poner en crisis especialmente al sistema público, dada la diferencia de retribución percibida en uno y otro sistema, muy superior en la privada. 


Analizando en qué medida puede influir la publicación de la normativa en materia de sociedades profesionales y Estatuto del Autónomo, realmente no se alcanza una solución fácil. 


Por lo que se refiere a las Sociedades Profesionales, la realidad es que a la fecha actual no se han cumplido, en general, las previsiones contenidas en las Disposiciones Transitorias Primera y Segunda de la Ley, relativas a las obligaciones de adaptación a al nueva normativa y a la constitución de registros en los Colegios Profesionales, respectivamente, con el problema de inseguridad jurídica que ello puede conllevar para las Clínicas, al encontrarse con Sociedades que pueden quedar disueltas de pleno derecho por incumplir los citados requisitos. 

De otra parte, en cuanto al fondo del asunto, atendiendo al principio de que “las cosas son lo que son y no lo que las partes dicen que son”, tampoco la configuración de la prestación de servicios a Clínicas por parte de sociedades profesionales, se alcanza como una solución definitiva del problema, ya que la conceptuación jurídica de la relación puede determinarse, en caso extremo, como una figura próxima, incluso a la cesión ilegal de trabajadores, cuando tales servicios no impliquen aportación de elementos materiales, sino exclusivamente personales. 


Tampoco el Estatuto del Autónomo, constituye solución a la cuestión planteada porque la raíz del problema es antecedente a las diferentes regulaciones que, tanto para el “autónomo dependiente” como “no dependiente” se regulan en la ley, es decir, primero habremos de establecer una clara definición de la existencia o no de la relación laboral, para después desarrollar, caso de que no se laboralice la relación, si en función de las circunstancias atinente al caso, es aplicable y en qué términos el Estatuto. 


En definitiva, es la sociedad en su conjunto, la que proactivamente, comenzando por los directamente interesados, es decir, Colegios Profesionales y Federación de Clínicas Privadas, actuando coordinadamente con los Ministerios de Sanidad y Trabajo respectivamente y, por supuesto, con la ayuda y asesoramiento de los profesionales especializados en la materia, habremos de abordar la solución a este importante problema, para dedicarnos con más intensidad a lo que es propio de nuestro sector, que no es otra cosa que la búsqueda de la excelencia en este importante servicio público que se presta a los ciudadanos, con criterios de la máxima calidad asistencial. 
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